Diario El País, julio 2013.
Quieren que comerciantes de pequeños negocios no PAGUEN impuestos 

En la Junta impulsarán cambios al decreto de la IMM sobre cartelería

Las inspecciones a pequeños comercios para controlar su cartelería generaron reacciones políticas y quejas de Cambadu, que pidió una entrevista a la IMM. En la Junta Departamental se presentará el lunes un proyecto sustitutivo.
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Carteles sobre 18 de julio. Foto: Archivo El País.

C. Cipriani y G. Pérgola

A raíz de la implementación de la normativa sobre cartelería publicitaria de los comercios de Montevideo, el edil colorado Martín Bueno presentará mañana, en la Junta Departamental, un proyecto para introducir una reforma en el polémico decreto 33.071.

Entre los motivos esgrimidos, el legislador comunal dice que "el peso del Estado sobre los micro y pequeños comerciantes es gigantesco, obligándolos muchas veces a hacer esfuerzos desmedidos a la rentabilidad de sus negocios".

Para el edil Bueno, "no es posible que la Intendencia de Montevideo intente obtener recursos sin límite alguno; nunca se ha cobrado ni nunca se ha multado a un kiosco o un bar por identificar su propio comercio", dijo a El País.

Bueno sostiene, además, que al "uruguayo de a pie, con su comercio a cuestas, que es el pan de cada día, se le hace muy difícil, aparte de lidiar con su propio negocio, tener que estar un día y otro también, pagando y utilizando tiempo de su trabajo en las geniales ideas de burócratas que parecen inmersos en un castillo de soberbia".

En cuanto a su propuesta, el edil considera que los comerciantes deben cumplir con las resoluciones que determinan las dimensiones y características generales de los carteles, "pero si cumplen es indigno y poco serio cobrarles un impuesto o multas".

El artículo único del proyecto sustitutivo determina que "Los carteles tipo E1 (los básicos y más pequeños) que sean colocados en las fachadas o vidrieras de comercios a efectos de hacer visible al público el nombre del comercio y/o publicite algún tipo de producto o servicio propio o de terceros, pero que se comercialice desde el propio comercio, no será sujeto pasivo del impuesto a la propaganda".

Según dijo el edil a El País "esta herramienta jurídica es adecuada para proteger al pequeño comerciante frente a tanta falta de sentido común. Si el comerciante está haciendo a su costo un cartel chico que dirá Bar Tal, para la fachada del negocio que es de su propiedad o alquila, se puede controlar la estética pero no cobrarle".

Bueno concluyó que "es clara la acefalia jerárquica que existe en esta área de la Intendencia; es de las áreas con más caos y descontrol; no existe un actor que esté conforme con el funcionamiento".

Otros irritados.

Daniel Fernández, vicepresidente del Centro de Almaceneros Minoristas, Baristas, Autoservistas y Afines del Uruguay (Cambadu), informó a El País que ya se solicitó una entrevista para esta semana con la directora de Movilidad Urbana de la Intendencia, Eleonora Bianchi.

"Le han generado problemas a comercios pequeños; se está trabajando en esto hace años, pero nadie esperaba lo que se está dando; todo se vino como una catarata. Estamos muy preocupados. Más allá que siempre se pagó la publicidad en vía pública, eran montos razonables. Además, una cosa es un almacén y otra, una ferretería o una zapatería. No tenemos claro varios puntos".

Por ejemplo, el decreto prohibe la colocación de letreros y otros elementos de propaganda en varios espacios, entre ellos en la avenida 18 de Julio en toda su extensión, cuando salgan de la línea de edificación y no tengan iluminación.

Desde la asociación Cambadu se pregunta hoy por qué se establece una forma de discriminación, estableciendo la medida para la avenida 18 de Julio y no, por ejemplo, para la avenida Rivera.

Al tiempo de determinar las tasas y las multas a los comercios, el decreto no tiene en cuenta, en cambio, una regionalización de la ciudad, por barrios del sur o del norte, donde un mismo cartel, de iguales dimensiones, no tiene el mismo efecto.

Montos.

Por los permisos de publicidad y propaganda exigido en el artículo R.1905 ítem e, los valores regirán conforme a los tributos y precios municipales. En el detalle difundido por la División Espacios Públicos y Edificaciones, del cual depende el Servicio de Planificación y la Unidad de Contralor de la Publicidad, el permiso para instalar un cartel o hacer la regularización tiene un mínimo de $ 2.168, más una inspección técnica profesional de $ 1.091 y un informe de $ 321.

Los permisos para vehículos cuestan también $ 2.168. Las multas por infracciones pueden llegar a $ 200.000.

Minucias, curiosidades y exigencias de la norma

Para contrarrestar la ostensible polución visual de algunas zonas de Montevideo, el decreto 33.071 incorpora algunos artículos curiosos. Por ejemplo, el que admite la colocación de pegotines en superficies vidriadas y en muros de fachada. "Estos elementos de propaganda deberán colocarse concentrados en un sector del plano soporte conformando una unidad, no pudiendo en ningún caso superar en total 0.50 m² de superficie por comercio o local, ni el 5% de la superficie vidriada correspondiente a cada vano".

En una ciudad enchastrada por grafitis y pintadas que no respetan comercios, árboles, columnas ni cementerios, también llama la atención la mira puesta sobre las transparencias. En otro artículo se indica que "únicamente se admitirá la graficación de letras y logos que no posean fondo; éstos podrán ser adheridos a la superficie transparente. No podrán superar el 20% de la superficie vidriada de cada empresa. En todos los casos la superficie de propaganda se considerará como el área en que se inscribe el mensaje".

El decreto también autoriza las carteleras digitales, aun cuando reconoce que pueden "provocar inconvenientes a causa de distracciones a conductores y transeúntes", y por lo tanto "la Intendencia de Montevideo controlará los mensajes a través de las oficinas competentes, así como los tiempos de cada publicidad móvil proyectada con relación al tiempo cronometrado de semáforos, en caso de estar próximo a esquinas. A cambio de esto, se demanda "que el 10% del tiempo proyectado sea al servicio de la Intendencia de Montevideo, distribuido equitativamente en las horas del día (un mínimo de 6 minutos cada hora), según dispone la normativa correspondiente.

La Intendencia podrá retirar la propaganda instalada en predios del dominio privado apreciable desde el espacio público. El costo de la remoción será cargado a la propiedad donde esté fijada la cartelería. Serán solidariamente responsables el propietario del inmueble, el instalador de la publicidad y el titular del producto publicitado o sus representantes.

QUE NO OBSTRUYAN SEÑALIZACIÓN

El decreto de la intendencia prohibe, oentre otras cosas, la colocación o fijación de letreros, carteles, afiches y demás elementos de propaganda que oculten lugares balizados (en los que el tránsito de vehículos requiera hacerse con precauciones) u oculten chapas de nomenclatura de calles o carteles viales.

CARTELES EN LAS FACHADAS

Se prohibe instalar letreros y carteles en los muros frontales de las fincas o en los predios de la propiedad privada, que desfiguren el aspecto de los edificios o alteren las líneas arquitectónicas de los mismos. Además, para hacerlo se deberá contar con el consentimiento expreso del dueño.

LAS SOMBRILLAS Y MESAS PAGARÁN

Las mesas, sillas y sombrillas que incluyan publicidad pagarán impuestos. En caso de que las empresas como Coca Cola o la cervecera Pilsen no se hagan cargo de la tributación, es otro costo más que se sumaría a los comerciantes. Aunque les queda la opción de quitarlas o adquirir equipamiento sin publicidad.

COMERCIANTES YA SACAN CARTELES

En pequeñas almacenes y tiendas de ropa o licores, están desapareciendo carteles que sólo anunciaban el ramo del negocio. También se han sacado pegotines publicitarios de bebidas que se hallaban en las vidrieras, o hasta pizarrones negros en donde con tiza se anunciaban precios y ofertas.

